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PRESIDEN: Señores Representantes Silvana Charlone, Vicepresidenta, y Alfredo Asti, Presidente (ad 
hoc). 


MIEMBROS: —Señores Representantes J osé Amorín, Eduardo Brenta, Beatriz Costa, Jorge Gandini, 
Carlos González Alvarez, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González e Iván Posada. 


INVITADOS: — Por el Ministerio de Economía y Finanzas: economista Fernando Antía, Director General 
de Comercio; y economista Andrés Masoller, Director de Asesoría Macroeconómica. 


SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida, por ahora, a uno de nuestros invitados, el economista Andrés Masoller, en 
representación del Ministerio de Economía y Finanzas. Estamos esperando que de un momento a otro llegue 
el Director General de Comercio, economista Fernando Antía. 


El orden del día había sido solicitado por algunos Diputados del Partido Nacional los señores Diputados José 
Carlos Cardoso y Gandini y se refiere al aumento de precios en diferentes productos, a las medidas que va a 
tomar el Gobierno al respecto tendientes a evitar el aumento de la inflación, al anuncio sobre la posible 
importación de frutas y verduras y en particular a un proyecto de ley que ha sido presentado con respecto al 
Impuesto al Valor Agregado a los productos de primera necesidad. Para tratar estos temas se invitó al 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MASOLLER.- Corresponde agradecer a la Comisión la invitación al Ministerio de Economía 
y Finanzas. Tenemos la más amplia disposición a informar respecto de todos los aspectos vinculados a 
lo que ha sido la lucha de la política económica para enfrentar el problema de la inflación. 


Con el economista Fernando Antía nos habíamos repartido la presentación inicial a los efectos de ordenar la 
discusión, y luego daremos lugar a preguntas o comentarios de los integrantes de la Comisión. 


En primer lugar, voy a hacer un breve comentario acerca del panorama en materia inflacionaria, 
deteniéndome en los últimos resultados, los últimos números. Luego, el economista Antía, que está por 
llegar, nos va a comentar cuál es la situación en materia de precios internacionales y cuáles son las 
perspectivas de los principales productos de exportación del Uruguay. Por último voy a retomar el uso de la 
palabra haciendo un resumen de lo que ha sido la política económica y sus principales áreas de acción en 
materia antiinflacionaria. La idea es pasar revista muy rápidamente sobre los diferentes componentes de esa 
política, empezando por la política monetaria, la política fiscal, lo que ha sido la política en materia de 
ingresos, y finalmente detallar un conjunto de medidas en otras áreas de la economía, como los acuerdos de 
precios que recientemente se han firmado con actores de varias cadenas productivas, la política en materia de 
liberalización de productos de granja y la política en materia de mayor información hacia el consumidor con 
relación a los precios de productos que componen la canasta básica. Es decir, hay un conjunto de áreas de 
acción que conforman una estrategia claramente definida en materia antiinflacionaria de este Gobierno. Lo 
que vamos a hacer es resumir esa estrategia, que no es de ahora sino que ha venido incrementándose en el 
último año y medio o dos años. Obviamente vamos a hacer referencia a las perspectivas, a lo que se piensa 
hacer, y también realizaremos comentarios correspondientes al proyecto de ley elevado a consideración del 
Parlamento. Ese es básicamente el esquema que teníamos pensado para hacer esta presentación. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Esta Comisión tiene un par de horas para sesionar, y yo preferiría, 
si fuera posible, que los entrevistados se refirieran primero a las cosas por las que los hemos 
convocado: las medidas va a tomar el Gobierno para evitar el aumento de la inflación que se está 
dando ahora; si los anuncios que hemos escuchado sobre la importación de frutas y verduras son 
ciertos 0 no, y qué opinión tienen sobre el proyecto de eliminación del Impuesto al Valor Agregado a los 
productos de primera necesidad. Quisiera que ustedes nos dieran primero una respuesta sobre esas 
cosas, y después, con mucho gusto, escucharíamos sobre política monetaria, política de precios, precios 
internacionales, todo lo que se ha dicho. 


Esa sería mi solicitud; no sé si está al alcance de los visitantes actuar así o si ya traen el libreto y quieren 
hacerlo de otra manera. 


SEÑOR BRENTA.- Me parece interesante el mecanismo que propone el señor Diputado González 
Álvarez. Este es un problema extremadamente complejo, tanto que yo tengo la duda hasta del 
gravamen que tienen productos que están incluidos en esta lista, creo que algunos no tienen IVA. Me 
parece que este es un tema serio y por lo tanto exige ser analizado en términos globales, porque de lo 
contrario no se entiende. Me parece que primero es necesario dar una explicación de carácter general, 
porque ya hay medidas que se han tomado, que son de público conocimiento. Por lo tanto, solicito que 
se siga la lógica que viene a plantear el Ministerio de Economía Finanzas; de lo contrario, no vamos a 
entender y nos vamos a ir muy confundidos: quizás el señor Diputado se vaya con la sensación de que 
le dicen que no a una propuesta de reducir el IVA a un producto que en realidad no tiene IVA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es habitual que los invitados tengan un libreto. Esto forma parte de un 
problema global muy importante que afecta al Uruguay, al mundo y, por lo tanto, tenemos que 
enmarcarlo. Si queremos tratarlo al nivel que queremos, debemos enmarcarlo como lo propuso el 
economista Masoller. Solicito que primero dejemos que exponga, dada la importancia del tema y la 
incidencia que tiene en muchos aspectos, para seguir después en lo puntual, que es el proyecto de ley. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.- Ingresa a Sala el economista Fernando Antía, Director 
General de Comercio del Ministerio de Economía y Finanzas) 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Tengo claro que hay en danza varios proyectos por este tema que 
interesa especialmente. Uno de ellos no sé si fue presentado o si fue un anuncio periodístico está en esta 
misma línea y pertenece a la Senadora Topolansky, quien ha dicho expresamente que tiene interés en la 
eliminación del IVA, mediante un mecanismo extraordinariamente complicado. 


SEÑOR MASOLLER.- El orden planteado en esta presentación no es caprichoso. Intenta respetar, 
precisamente, el pedido de información que han elevado al Ministerio de Economía y Finanzas 


Se dice, en primer lugar, que se quiere discutir temas de aumentos de precios de diferentes productos. Por lo 
tanto, nosotros consideramos fundamental entender las causas, los motivos y las razones subyacentes que 
están detrás del aumento de los precios; resulta fundamental comprender exactamente cuáles son las causas 
que están originando el fenómeno inflacionario para poder actuar sobre ellas. 


En segundo término, se nos pide información sobre las medidas que se van a tomar tendientes a evitar el 
aumento de los precios. Yo digo que no se pueden discutir las medidas que va a tomar el Gobierno sin tener 
en cuenta las medidas que ya ha tomado, que han sido muchas y se van a detallar como corresponde. No es 
posible decir qué va a hacer el Gobierno sin mirar hacia atrás y sin enmarcar esto en lo que ha sido su política 
global en materia de lucha antiinflacionaria. 


Finalmente, como está planteado en el pedido de información, se va a tocar el tema de la importación de 
frutas y verduras en el marco de esa política y, además, se va a dar una respuesta con respecto al proyecto de 
ley. 


La presentación que hemos planteado intentó respetar estrictamente el pedido que se elevó al Ministerio de 
Economía y Finanzas. Por eso, sería conveniente mantener el orden de la presentación que habíamos 
pensando. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Charlone) 


——-A continuación, voy a ceder la palabra el economista Antía para que nos dé un breve panorama de la 
situación internacional y las perspectivas, y luego yo hablaré sobre cuáles han sido las principales líneas de 
acción de este Gobierno. 


SEÑOR ANTÍA.- Voy a hacer una muy breve caracterización de la situación que enfrenta el mundo 
con el alza de los precios de los alimentos, que se ha traducido en un impacto muy fuerte sobre los 
precios internos. 


En Uruguay, en 2007 y lo que va de 2008 incluidos los datos de mayo que se conocieron ayer, el Índice de 
Precios al Consumo aumentó un 13% y los precios de los alimentos lo hicieron en más del doble, en un 
28,4%. El alza de los alimentos, dado el peso que tiene en la canasta del IPC, explicó más de la mitad de la 
variación total del Índice de Precios al Consumo en estos diecisiete meses. 


¿Cuáles fueron las causas principales del alza de los precios de los alimentos domésticos? Una causa fue el 
reflejo interno de la suba de los precios internacionales y otra el alza de los precios de las verduras, 
tubérculos y legumbres en el mercado interno; esto depende más de un fenómeno local vinculado con la 
oferta doméstica. 


¿Qué explica el alza de los precios internacionales de los alimentos como, por ejemplo, los cereales, los 
oleaginosos, los distintos tipos de carne y los lácteos? En primer lugar, debemos constatar la magnitud de este 
aumento. Hay muchísimos índices. La FAO, en el "Food Price Index" reúne seis grupos de "commodities" y 
55 "commodities". En los doce meses terminados en abril de este año aumentó 54% medido en dólares. Creo 
que ese es un índice muy elocuente que reúne en un indicador la gravedad de este fenómeno y la magnitud 
que ha tenido. 


¿Cuáles son las causas estructurales y coyunturales que explican esta alza tan formidable de los precios de los 
alimentos? Hay un informe reciente que está disponible desde mayo de este año, del Departamento de 
Agricultura de Estados Unidos, que hace un muy buen balance de los distintos factores que explican estos 
fenómenos. Señalo muy rápidamente que uno de los que se señala en este informe es el enlentecimiento del 
ritmo de crecimento de la producción, consecuencia a su vez de un crecimiento mínimo del área plantada y 
de una desaceleración del crecimiento de la productividad que se constata, particularmente desde el año 1999 
en adelante. Sobre este fenómeno de tipo más estructural operan además restricciones de oferta atribuibles a 
sequías o inundaciones que afectaron a varios países grandes productores, fundamentalmente en la coyuntura 
del último año. A esto se deben sumar restricciones de oferta atribuibles a prohibiciones de exportar, otras 
restricciones cuantitativas a las exportaciones o la imposición de impuestos a las exportaciones, que fueron la 
reacción de muchos países que estuvieron seriamente preocupados por la posibilidad de que hubiera escasez 
de algunos productos básicos. La duplicación en un mes del precio internacional del arroz, revela en buena 


medida las restricciones cuantitativas impuestas por muchos países grandes productores para la exportación 
de estos productos. 


El aumento de costos, particularmente como consecuencia del alza del precio de los hidrocarburos que se 
incrementaron más aceleradamente que el precio de los alimentos, hizo un impacto directo como costo 
fundamental para la producción agrícola y, también impactó en el precio de los fertilizantes y de los fletes. 


Por detrás de esto hay un fenómeno estructural que ha sido señalado reiteradamente. Se trata del formidable 
incremento de la demanda mundial de alimentos como consecuencia de la mejora del nivel de vida en buena 
parte de los países en desarrollo o emergentes como se les llama ahora, particularmente en China e India. 


Asimismo, se ha señalado el incremento de la demanda mundial de biocombustibles particularmente por su 
efecto sobre el precio del maíz. Este tema está siendo discutido en Roma, en la reunión de la FAO. 


Sin duda, otro factor es el aumento de la demanda de granos, que a la vez deriva de la expansión de la 

> 
ganadería en todas sus formas: vacuna, aves y cerdos y la demanda consiguiente de granos para alimentar al 
ganado. 


Otro elemento que hay que tener en cuenta es la caída internacional del dólar que es la moneda utilizada 
como unidad de cuenta para todas estas transacciones. La caída del dólar tiende a ser compensada con un 
aumento del precio de los "commodities". 


Un elemento adicional que no señala este informe del Departamento de Agricultura de Estados Unidos pero 
que está presente y ha llamado mucho la atención en estos días porque los organismos reguladores de Estados 
Unidos han tomado medidas, es la creciente especulación con los precios de las materias primas en los 
mercados de futuros, lo que agrega una tensión adicional que está empujando los precios al alza. 


Este es el cuadro internacional aunque, obviamente, se podrían escribir ríos de tinta sobre esto. Creemos que 
todas estas causas han operado en los últimos dos años y con énfasis en el último año para explicar un 
aumento formidable, del orden del 54% en los últimos doce meses, de los precios de los principales 
alimentos. 


A su vez, nuestro país tuvo un "shock" de oferta negativo así decimos los economistas, es decir un problema 
de oferta serio en el sector hortifrutícola que derivó en que en estos diecisiete meses considerando el año 
2007 y lo que va de 2008 los precios de verduras, legumbres y tubérculos aumentaran 81,7%. Detrás de esto 
también hay aumentos de costos, así como un fortísimo impacto de las adversidades climáticas del año 
pasado que operaron sobre precios que, hacia diciembre de 2006, por diversas circunstancias que no viene al 
caso comentar, estaban muy deprimidos. De modo que hay una cierta recomposición del precio relativo y, 
también, un fenómeno de oferta limitada por problemas climáticos que ha generado dificultades en estos 
precios que aumentaron 80% y, si bien no tienen una ponderación muy alta en la canasta de consumo, han 
hecho una contribución importante al aumento del precio de los alimentos. 


Este es el marco que queríamos señalar para luego discutir lo que se está haciendo en distintos ámbitos, tanto 
a nivel macro como a nivel micro. 


SEÑOR MASOLLER.- Es claro que el problema inflacionario que afecta a nuestro país no es una 
situación única de nuestro país. Más bien es una situación generalizada a nivel mundial y afecta 
fundamentalmente a los países cuya estructura productiva está más volcada hacia la producción de 
alimentos. Si analizamos el Índice de Precios al Consumo de Estados Unidos o de cualquier país 
desarrollado, observamos que los alimentos pesan entre un 10% y un 15%. Sin embargo, en el caso de 
Uruguay, ese porcentaje casi se duplica, ubicándose en alrededor de un 30%. Esto implica que la suba 
de los alimentos a nivel mundial impacte más fuertemente en el IPC de Uruguay que en el de algunos 
países desarrollados. 


Traje un cuadrito muy ilustrativo que surge de un informe reciente de la agencia de crédito Fitch publicado la 
semana pasada donde se analiza, país por país, cuáles son los desvíos de la tasa de inflación respecto del 
objetivo planteado por la autoridad monetaria de cada país. Vemos que los desvíos han sido realmente 
sustantivos. Por ejemplo, en Chile que es un país que históricamente ha tenido inflación baja, la meta era de 


3% el centro de la banda del Banco Central de Chile, la inflación a mes cerrado en abril era de 8,3%, es decir 
que hubo un desvío de 5%. En Perú el objetivo era 2%, la inflación actual es de 5,5%, o sea que hubo un 
desvío de 3,5%. Analicemos países que escapan de la órbita de América Latina como, por ejemplo, Turquía: 
el objetivo era de 4%, la inflación es de 9,7% y el desvío es 5,7%; Sudáfrica, el objetivo es 4,5%, la inflación 
actual es de 10%, desvío 6%. Este cuadrito forma parte del material que vamos a dejar en la Comisión. Lo 
único que busca es ilustrar que el panorama no es un problema exclusivo de Uruguay. Si bien es cierto que 
hay factores específicos de Uruguay, el problema hay que enmarcarlo en una situación general. 


El Gobierno está muy preocupado por este tema y ha tomado un conjunto de medidas que han contribuido a 
moderar las tendencias inflacionarias. En los aspectos macro económicos, la estrategia se centra en tres 
grandes áreas. Un área tiene que ver con la política monetaria. El ancla de largo plazo de los precios 
indudablemente es una política monetaria responsable y prudente y, por lo tanto, el Gobierno se ha 
preocupado mucho a los efectos de aumentar la credibilidad de los agentes económicos y reducir las 
expectativas de inflación. Esto lo vamos a comentar de manera particular por la relevancia que tiene a los 
efectos de la determinación de los precios de largo plazo. Es decir, no se pueden tomar medidas puntuales en 
otras áreas si el eje fundamental que es la política monetaria no resulta consistente con esto. Por eso nos 
parece tan importante mencionarlo. De nada sirve que se permita importar frutas y verduras o que se tomen 
determinadas medidas de baja de impuestos si hay una política monetaria que no es la adecuada. 


La segunda área tiene que ver con los esfuerzos en materia fiscal, lo que nosotros llamamos la contribución 
fiscal a la baja de la inflación que ha sido muy importante, tanto por su incidencia sobre el IPC como por los 
recursos fiscales destinados a la baja de la inflación, que vamos a detallar en su momento. 


Finalmente, la tercera gran área a nivel macro económica es todo lo que tiene que ver con políticas de 
ingresos. En el área de política de ingresos básicamente hay aportes que tienen que ver con la determinación 
de los salarios, tanto públicos como privados, y también de algunos precios de productos claves para la 
economía. Esas son las tres áreas macroeconómicas a las que se agregan, medidas de carácter 
microeconómico que, como bien mencionaba Fernando, se van a comentar y detallar porque para el corto 
plazo resultan fundamentales a fin de atacar la inflación. 


En cuanto a la política monetaria, vamos a resumir muy brevemente. A mediados del año pasado se tomó una 
medida muy fuerte que fue cambiar el régimen monetario. Se pasó del control de agregados a controlar la 
tasa de interés. Esta, en sí misma, es una medida muy fuerte porque el manejo de los agregados era muy 
oscuro, si se quiere, no daba una señal clara de política monetaria. Si uno observa, verá que la inmensa 
mayoría de los países controla la tasa de interés y no los agregados. Entonces, una primera señal fue empezar 
a usar la tasa de interés como un instrumento de política monetaria, como forma de desarrollar los mercados 
en moneda nacional y desdolarizar la economía. Eso se dio con mucho esfuerzo el año pasado, pero creemos 
que ahora estamos en una situación mucho mejor para señalizar la política monetaria como instrumento 
antiinflacionario. 


Por otra parte, se subió la tasa y se hizo fuertemente: desde 1% en enero o marzo de 2007 a 7% y 7,25% en 
octubre. Me gustaría mostrarles un gráfico que voy a dejar que muestra claramente cómo la tasa de interés, 
que era muy volátil y que en realidad no decía nada hasta setiembre del año pasado, a partir de ese mes pasó 
a ser realmente una señal y se mantiene en un nivel alto. No importa solo el nivel sino también el aumento. 
Uruguay ha sido uno de los países del mundo que ha aumentado más la tasa de interés. Esa es una realidad. 
Se puede hacer estudios comparativos, pero el salto de la tasa de interés del 1% a 7,25% en el lapso de unos 
pocos meses es una señal muy fuerte de política monetaria. 


A eso se debe agregar, indudablemente, la última medida agregada cuya potencia para controlar la inflación 
también es muy importante y es el aumento de los encajes. El aumento de los encajes es una forma de 
enlentecer, de restringir el crédito y de esa forma frenar el dinamismo de la demanda agregada y por esa vía 
reducir las presiones inflacionarias de la economía. Es una medida típica de política monetaria, que no solo 
ha tomado Uruguay; se ha tomado en varios países de la región y del mundo. Cabe mencionar el caso de 
China, por ejemplo. Es un país que, como todos sabemos, tiene presiones inflacionarias fuertes por su gran 
crecimiento. China ha aumentado sus encajes bancarios. Sin ir tan lejos, en la región, está el caso de Perú que 
en los últimos meses ha tomado una medida similar. Hay otros países que han avanzado más en el control de 
capitales de corto plazo. Nosotros no creemos que esa situación sea el problema de Uruguay, pero todos los 
Bancos Centrales del mundo han tomado medidas a los efectos de evitar lo que se llaman "los efectos de 


segunda ronda". Es decir que hay un "schock" de precios que se refleja en la inflación porque hay un traslado 
prácticamente automático. La estrategia clave de la política monetaria es evitar que ese "shock" de precios se 
traslade en un aumento permanente de la inflación. Para eso se requiere una política monetaria que impida 
esos efectos de segunda ronda sobre la inflación. 


Eso era básicamente lo que teníamos para decir sobre la política monetaria. Esperemos no haber insumido 
demasiado tiempo, pero nos parecía muy importante comentarlo. 


En materia fiscal, ¿cuál ha sido la estrategia de este Gobierno? Básicamente ha usado una parte del espacio 
fiscal disponible para implementar medidas que permitan bajar la inflación. O sea que una parte de los 
recursos adicionales que se han ido generando a lo largo de estos dos últimos años se han destinado a bajar 
tarifas, contribuciones a la seguridad social y también algunas tasas vinculadas al comercio exterior, lo que 
también vamos a comentar. La estrategia global ha sido hacer una contribución desde el Estado buscando la 
mayor eficacia en el uso de los recursos disponibles. ¿Qué quiere decir esto? Que se buscó afectar 
directamente los precios que estaban bajo control de la política económica, básicamente las tarifas públicas y 
otros precios administrados. La incidencia vía el resto de los precios de la economía están más fuera del 
control de la política económica que estos precios que maneja discrecionalmente el Gobierno. Quiere decir 
que la apuesta fue pensar que este esfuerzo fiscal que está realizando este Gobierno debería tener su impacto 
máximo sobre la inflación. Eso se logró manteniendo y bajando determinadas tarifas públicas y manejando 
determinados precios que se van a comentar. 


También les vamos a dejar un material que creemos relevante y es un detalle de cada una de las medidas que 
fue tomando el Gobierno desde mediados del año pasado, con costo fiscal, a los efectos de bajar la inflación. 
No me voy a detener en cada una, pero sí las voy a mencionar. 


A mitad de julio del año pasado se adelantó la rebaja del IVA en las carnes. Eso, de alguna forma, permitió 
una baja en el precio de las carnes un año antes, prácticamente, de la implementación de la reforma tributaria 
y al mismo tiempo se exoneró a las carnes del COFIS. 


En mayo de 2007 se produjo la primera baja en las tarifas públicas como consecuencia de adelantar 
beneficios de la reforma tributaria por la reducción de aportes patronales. También se cuestionó al Gobierno 
que esa reducción no se iba a trasladar al consumidor. No fue así; se trasladó al consumidor en un 100%. 
Inclusive, se adelantó el efecto un mes con respecto a la reforma tributaria. 


Algo similar se hizo con las tarifas de UTE, OSE y ANTEL. La de UTE bajó 2%, la de OSE 3,4% y la de 
ANTEL 3,7%, previamente a la implementación de la reforma. 


Posteriormente, a mitad de junio de 2007, se produce una primera baja de la tasa estadística BROU, que baja 
de 2.5% a 1%, y el Decreto N* 231, de 29 de junio de 2007, fijó un cronograma de bajas y la tasa BROU se 
eliminó a partir del 1* de enero de 2008. Es decir que esta tasa del 2,5% la conocida como tasa BROU se 
eliminó gradualmente con un costo fiscal muy importante, de unos US$ 70:000.000. De alguna forma eso 
debería haber afectado el precio de algunos bienes importados, por los que no se debe pagar la tasa BROU. 
Un camino similar, les adelanto, se piensa seguir con la tasa consular y también se espera un cronograma 
gradual de baja, el que se ha postergado un año, pero el Gobierno está firmemente comprometido a eliminar 
esta tasa al fin del Período. 


Con respecto a otras medidas adoptadas, ni hablar de la reforma tributaria. Si bien dentro de sus objetivos no 
estaba como algo explícito bajar la inflación de hecho no lo tenía como objetivo es obvio que contribuyó a 
moderar la suba de precios en esos meses, fundamentalmente por la baja de la tasa básica del 14% al 10% y 
en menor medida la baja de la tasa mínima del 23% al 22%. Esa reforma tributaria, como saben, tuvo un 
costo que fue cuantificado cuando se hizo el proyecto de ley, de aproximadamente medio punto del Producto. 
Hablo de costo fiscal, es decir, de pérdida fiscal como baja de impuestos en el medio punto que obviamente 
después se compensó con ganancia de eficiencia. O sea que no se pusieron nuevos impuestos; sí se ganó 
eficiencia. En definitiva, la reforma tributaria también contribuyó a nivelar la suba de precios. 


Luego llegó el paquete de medidas anunciadas en setiembre que fue cuando se disparó la inflación. En ese 
momento, el Gobierno anunció un conjunto de medidas cuyo costo fiscal fue de aproximadamente 

US$ 100:000.000 que consistía básicamente en la eliminación del ICOME US$ 25:000.000, y la reducción de 
las tarifas de ANTEL, UTE y OSE. La tarifa de ANTEL bajó un 7,9%, los combustibles un 3,7% el 11 de 


setiembre. OSE no bajó en ese momento, pero se produjo una baja en el ajuste de enero o, mejor dicho, no 
aumentó como consecuencia de la reforma porque se exoneraron los aportes patronales. El conjunto de 
medidas anunciadas en setiembre tuvo un costo aproximado de US$ 100:000.000, que incluye el subsidio al 
boleto urbano y suburbano, que es de $ 400:000.000, si mal no recuerdo, US$ 18:000.000. Esto permitió 
bajar el boleto de $ 15,50 a $ 13, 50. También se incluye en ese paquete de medidas la exoneración de IVA a 
la carne de aves, que se hizo a partir del 11 de setiembre y que luego se prorrogó en varias oportunidades. En 
ese paquete se incluía bajas en el valor de la cuota mutual; una baja de 2,5% como consecuencia de la 
eliminación de los aportes patronales al Fondo Nacional de Salud por el período setiembre-diciembre. Eso 
permitió una baja de las tasas mutuales de esa magnitud, del 2,5%. A esto se agrega una baja adicional como 
consecuencia de la reducción de la cuota del Fondo Nacional de Recursos. En realidad se dieron dos bajas, 
una en octubre y otra en noviembre. Entre las dos la cuota del Fondo Nacional de Recursos se redujo un 35%. 
Eso como consecuencia de que el Gobierno se puso al día con las deudas que tenía con el Fondo Nacional de 
Recursos e inclusive le adelantó pagos para el año siguiente. Eso permitió la baja de la cuota mutual. 


Otro aspecto es la exoneración del IVA de la carne de cerdo, en diciembre de 2007, y finalmente importa 
mencionar la reducción del IMESI en un 20%, el 22 de enero de 2008, por el Decreto N* 040 de ese año. Esa 
reducción del IMESTI contribuyó a moderar el aumento de las naftas y del conjunto de los derivados del 
petróleo, en el marco del fuerte crecimiento del crudo. Les dejamos una copia de este resumen, con la 
referencia correspondiente. 


Estamos en condiciones de detallar más información, pero también nos pareció muy importante comentar qué 
ha hecho el Gobierno en materia fiscal. No es que el Gobierno no haya bajado impuestos sino todo lo 
contrario. Lo hizo en un monto significativo. Una parte muy importante de los recursos adicionales se 
generaron como consecuencia del crecimiento económico y de la eficiencia de la DGI. No solo se dedicaron 
a fortalecer el gasto en sectores prioritarios a través de la Rendición de Cuentas sino que mediante 
determinadas medidas, fundamentalmente el paquete de medidas fiscales de setiembre más lo que se hizo en 
los últimos meses: sobre todo el tema del IMESI y otros aspectos muy importantes como el tema de UTE. Es 
cierto que las tarifas han aumentado un 7% o un 8%, pero eso refleja estrictamente el aumento del costo 
estructural del abastecimiento de la demanda. Seguramente haya un mayor costo de abastecimiento de la 
demanda derivado de las condiciones climáticas por todos conocidas, pero no se ha trasladado ni se piensa 
trasladar a las tarifas. La sequía de 2006 habría implicado un aumento de las tarifas de UTE de más del 25%, 
pero el Gobierno asumió ese costo a través de la generación de márgenes fiscales en otras áreas de mayores 
ingresos. Este año estamos en una situación muy similar. El costo del abastecimiento de la demanda 
seguramente supere el costo estructural, pero la política de la empresa y del Gobierno ha sido alinear las 
tarifas eléctricas exclusivamente por los factores estructurales, lo que quita volatilidad al precio de la energía 
eléctrica. Lo que no se quiere es tener una tarifa que fluctúe excesivamente y genere señales contradictorias. 
Entonces, la política es incrementar o reducir, si se diera el caso las tarifas por los aspectos estructurales 
vinculados a la situación energética regional o a la situación del petróleo, pero no por los aspectos 
coyunturales vinculados por ejemplo a la sequía. En esta Rendición de Cuentas el Gobierno ha planteado la 
necesidad de financiar una parte de ese desequilibrio de UTE, porque lo contrario implicaría un aumento de 
las tarifas de más del 25% si la sequía es de la misma magnitud, lo que significaría un 1% más de inflación 
en un mes. 


Ese esfuerzo fiscal no se ve directamente, porque no se refleja en una baja de la inflación, pero se refleja en 
una menor inflación de la que debería haber si se trasladara el 100% del costo. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- No sé si tienen cuantificado cuánto hubiera subido la inflación de 
no haberse tomado estas medidas fiscales. 


SEÑOR MASOLLER.- Las medidas de setiembre afectaron al IPC en un 1,78%, que se descompone 
en 0,26% en las tarifas de ANCAP, 0,5% de ANTEL, 0,15 de UTE, 0,34% por la reducción del precio 
del boleto, 0,4% por la cuota mutual, 0,17% por el Fondo Nacional de Recursos y 0,34% por 
mantenimiento del precio de los combustibles en setiembre y octubre. Siempre ha habido un rezago en 
el ajuste de la tarifa de ANCAP, lo que también tiene un costo fiscal que el Gobierno ha asumido. 


Finalmente, tenemos el subsidio al precio de la leche. Entre setiembre y diciembre de 2007 el Gobierno 
subsidió el precio tarifado de la leche a través de fondos volcados al Fondo Nacional Lechero, lo que también 
contribuyó a reducir el aumento de la leche. En término de políticas de ingresos, la clave de este Gobierno 


han sido, indudablemente, los Consejos de Salarios. A través de este mecanismo se ha buscado compatibilizar 
la necesaria recuperación del salario real de los trabajadores con otros objetivos claves macroeconómicos y 
sociales. Fundamentalmente, se ha compatibilizado el crecimiento del salario con el empleo; como ustedes 
saben, el empleo ha crecido fuertemente. Asimismo, se ha mantenido controlada la inflación; mejor dicho, no 
hemos detectado que hayan existido presiones de los salarios sobre la inflación. Como hemos dicho, la 
inflación ha estado influenciada, básicamente, por la suba de los alimentos y por aspectos climáticos y 
energéticos, pero no por el aumento salarial. 


Por otro lado, se han logrado buenos niveles de formalización de la economía. En este sentido, los Consejos 
de Salarios han sido claves, porque han permitido conciliar un conjunto de objetivos macroeconómicos. El 
Gobierno ha establecido pautas salariales que se han respetado en la inmensa mayoría de los convenios, tanto 
en la primera ronda como en la segunda. Adelanto que para la tercera ronda se iniciará a partir del 1” de julio 
la meta del Gobierno es que el ámbito salarial sea también un instrumento importante para el mantenimiento 
de la estabilidad de precios. Esto significa continuar avanzando en mecanismos desindexatorios. Ya se han 
hecho avances sustanciales en este sentido: en la primera ronda, los salarios se ajustaban en base a la 
inflación pasada y, en la segunda, se ajustan teniendo en cuenta la inflación futura. En el convenio firmado 
con los funcionarios públicos se establece que a partir de 2009 se va a usar la inflación anunciada por el 
Banco Central como elemento determinante para los salarios públicos. Es decir que el centro de la banda del 
Banco Central va a ser la inflación esperada para el período correspondiente. Esto ya fue acordado con los 
funcionarios públicos y se le agregará un componente de recuperación. 


Los mecanismos que tratan de buscar que los contratos salariales se fijen en función de condiciones futuras y 
no pasadas son claves para desindexar la economía. Otro aspecto clave es el alargamiento de los plazos de los 
contratos. En este sentido también se han hecho avances significativos: mientras en la primera ronda de los 
Consejos de Salarios los contratos eran por un año, en la segunda, han sido por un año y medio. El Gobierno 
piensa seguir avanzando en esa dirección. 


Otro de los criterios fundamentales para hacer consistentes los Consejos de Salarios es darles mayor 
flexibilidad contemplando mecanismos sectoriales, es decir, contemplando situaciones especiales de cada 
sector a fin de reflejar los crecimientos diferenciales que han existido. Este es uno de los lineamientos claves 
que el Gobierno va a impulsar en los próximos Consejos de Salarios, cuya negociación se inicia esta semana. 
El Gobierno va a tratar de mantener los ajustes salariales consistentes con la situación macroeconómica para 
no generar presiones adicionales en materia salarial. 


Básicamente, esta es mi exposición sobre los aspectos macroeconómicos. Voy a ceder el uso de la palabra al 
economista Antía para que detalle los aspectos microeconómicos de la política del Gobierno. 


Me interesa recalcar que se trata de una estrategia única, coherente y que ataca diferentes aspectos en varias 
áreas complementarias: aspectos de corto plazo, de largo plazo, puntuales o más generales. El Gobierno ha 
mostrado un activismo muy significativo en este último año y medio y va a seguir trabajando de esa forma. 
En este marco, el economista Antía va a detallar las medidas más puntuales y de orden microeconómico que 
ha llevado adelante el Gobierno. 


SEÑOR BRENTA.- Me gustaría que nos enviaran el listado de medidas que se distribuyó acompañado 
con el costo de cada una de ellas; me refiero a aquellas que implican renuncia fiscal y demás. 


SEÑOR MASOLLER.- Básicamente, todas implican renuncia fiscal. 
SEÑOR BRENTA.- Por ese motivo me gustaría tener esa información. 


SEÑOR ANTÍA.- Me voy a referir a algunas iniciativas que se han desarrollado, fundamentalmente, en 
este último año, orientadas a combatir el alza de los precios de los alimentos o a generar condiciones 
más favorables para que estos aumentos no se produzcan. 


Voy a hacer referencia a la puesta en marcha del sistema de información de precios al consumidor en el Área 
Defensa del Consumidor, a la facilitación de la importación de hortalizas y verduras, a la nueva política de 
fijación del precio de la leche tarifada, a los acuerdos más recientes con el sector privado para reducir o 


mantener los precios de algunos alimentos y al fortalecimiento de la Tarjeta Equidad del MIDES esta idea se 
está desarrollando como mecanismo para garantizar el acceso de los sectores más vulnerables de la sociedad 
a alimentos cuyo precio se ha encarecido. 


En lo que hace al sistema de información de precios al consumidor, en junio de 2007 en el Área Defensa del 
Consumidor se puso en marcha esta iniciativa por la cual se reúne información sobre precios, que se vuelca, 
fundamentalmente, a través de la página web del Área Defensa del Consumidor: www.consumidor.gub.uy. 
Esto datos luego son recogidos por organizaciones sociales, de consumidores o por los medios de prensa, lo 
que les da una difusión mayor. 


El objetivo fundamental es proporcionar como dice la ley de relaciones de consumo información clara, veraz 
y suficiente a los consumidores de todo el país de modo de dar transparencia a los mercados y, de esta forma, 
mejorar su funcionamiento, aportando básicamente una información que muchas veces no es accesible o a la 
cual la gente accede de acuerdo con sus restricciones en materia de tiempo, de movilidad y demás. 


En sustancia, tenemos tres conjuntos de información: referente a productos de almacén, sobre frutas y 
verduras en ferias de Montevideo y en cuanto a la evolución de los precios administrados por el Poder 
Ejecutivo. 


En lo que hace a productos de almacén, en este momento reportan información mensualmente al sistema 
doscientos ochenta establecimientos comerciales del país. Este mes cubriríamos todo el país; Flores era el 
único departamento en el que no teníamos ningún supermercado o autoservicio que nos brindara 
información. Cabe aclarar que los establecimientos que califican son aquellos que tienen al menos tres cajas 
registradoras. 


Según estimaciones de la consultora ID Retail, este canal comercial daría cuenta aproximadamente del 40% 
de la venta de productos de almacén en todo el país, porque incluye a todos los supermercados representan 
casi un 35% y a los autoservicios grandes, es decir, aquellos que tienen más de tres cajas registradoras. De 
modo que es un canal muy importante desde el punto de vista del peso en la oferta final de estos productos. 


Básicamente lo que hacemos es relevar los precios de cuarenta y cuatro productos y ciento veintitrés marcas 
las dos o tres más vendidas de esos productos. A partir del mes de mayo que se está informando en estos días 
se incluyen las dos variedades de arroz y la de aceite de soja cuyos precios se acordaron con el sector 
privado. A través de este sistema damos cuenta directamente de artículos que pesan 13% en el IPC, que 
integran familias o subrubros de productos que significan el 21% del IPC. De modo que, como dije hace un 
minuto, estamos dando transparencia al mercado. Así, se pueden consultar los precios por establecimiento en 
el barrio a, be o ce; se pueden relacionar esos precios con los precios promedio de mercado que también se 
informan y ahora también tenemos otra consulta que permite ordenar de menor a mayor los precios de 
determinado producto en determinado ámbito geográfico, sea todo el país, Montevideo, un centro comunal 
zonal o un departamento. 


Estamos trabajando para tener también una consulta de canasta. Así, la gente puede elegir una canasta de 
productos y obtener información sobre los precios de los artículos que la componen en los distintos 
establecimientos que brindan información. A ello se suma la información quincenal sobre precios de frutas y 
verduras en ferias alimentarias de Montevideo y la que ya mencioné de precios administrados. 


En lo que hace a la facilitación de la importación de verduras y hortalizas en general, en la segunda mitad de 
2007, ante la manifiesta escasez de oferta doméstica y el fuerte impulso al alza de los precios de estos 
productos se flexibilizó el otorgamiento de las AFIDIs Autorizaciones Fitosanitarias de Importación, de modo 
de facilitar la importación de aquellos productos cuya escasez era muy notoria y estaba afectando 
grandemente a las familias y repercutiendo en la inflación. En ese sentido, en 2007 se importaron 7.761 
toneladas de papas el consumo mensual se estima en 11.500 toneladas, 1.140 toneladas de cebollas estos no 
son los permisos otorgados sino las importaciones efectivas; el consumo mensual es de 2.250 
aproximadamente, 1.628 toneladas de tomates el consumo mensual es de 3.200 toneladas, 2.358 toneladas de 
zapallo se estima en 1.650 toneladas el consumo mensual y 2.690 toneladas de zanahorias, cuyo consumo 
mensual se estima en 2.260 toneladas. No obstante, esta estrategia no alcanzó plenamente a cumplir con sus 
objetivos pues en la región los problemas climáticos comunes, particularmente en Argentina, habían afectado 
fuertemente la oferta y elevado los precios, por lo que los volúmenes de importación que acabo de mencionar 
fueron inferiores a los permisos otorgados y los precios de importación también fueron más elevados que los 


esperados. De todas maneras, se logró garantizar el abastecimiento de la población y moderar el alza de los 
precios que en algunos casos, de no mediar estas importaciones, hubieran llegado a niveles exuberantes. 


El 13 de mayo hace pocos días, se otorgaron permisos para la importación de 2.250 toneladas de cebollas, 
cuya relativa escasez está determinando un precio más elevado. 


Es bueno señalar que los precios de las verduras, legumbres y tubérculos como son agrupadas por el INE en 
el IPC cayeron algo más del 6% de enero a mayo, contrariamente a lo que ocurrió en 2007, que subieron. 
Ahora hay una caída para el conjunto, aunque el precio específico de la cebolla está muy alto por lo que en 
ese caso se expide un permiso. 


También hay una preocupación a futuro por la manzana porque hubo un problema sanitario que afectó la 
oferta, pero fundamentalmente la hay con la papa, pero no por una escasez inmediata se está levantando la 
cosecha de mayo-junio, sino porque las previsiones que hay respecto al área plantada y a la productividad 
esperada de la cosecha de fin de año sugieren que va a faltar en el segundo semestre del año. En ese sentido 
ya se están tomando las precauciones para facilitar la importación de papa de modo que este producto, que 
tiene tanto peso en la canasta familiar, no genere dificultades adicionales. 


En lo que hace al precio de la leche, se estableció una nueva política en materia de precios de la leche 
habitualmente tarifada. Como ustedes saben, el escenario de precios de la leche cambió radicalmente como 
consecuencia de la fortísima alza de los precios internacionales. La leche cuota, la destinada al abasto, de 
alguna forma tenía un precio más elevado que la leche industria, lo que determinaba de una forma indirecta 
que el consumo financiara a la industria y a la exportación. Ese esquema cambió cuando los precios de la 
leche industria, como se le llama en la jerga, subieron tan formidablemente. En ese nuevo escenario, durante 
un período de cinco meses lo que fue una cierta transición, se estableció un subsidio de setenta centavos por 
litro, con cargo al Estado, para mantener o amortiguar el alza del precio de la leche. Y en los Decretos N* 129 
y N” 130, de marzo de 2008, ya se introdujo una modificación mayor, porque se eliminó el precio al 
productor, y se estableció un mecanismo algo complejo, si se quiere, que se puede resumir aproximadamente 
como sigue. El Estado ya no pone el subsidio, pero la propia industria establece un aporte de seis centavos 
por litro de leche remitida a las plantas industriales, y dada la mayor proporción de consumo de leche tarifada 
por parte de la industria con respecto al consumo doméstico, ello permite constituir un subsidio para la leche 
tarifada de cincuenta centavos por litro. El Decreto N* 130 elimina el anterior, que era el N* 381, y establece 
esta nueva situación. El Estado ya no pone plata; es una compensación dentro de la propia industria o de la 
propia cadena. 


(Interrupciones.- Diálogos) 


——- El aporte que hacen las plantas por cada litro de leche recibida es de seis centavos y las plantas que 
dedican leche para el abasto interno reciben cincuenta centavos. Este es un esquema acordado; si bien está 
amparado en un decreto que faculta a los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y de Economía y 
Finanzas a acordar con la industria, no tiene la fuerza de un impuesto ni de una ley. Se trata de generar un 
ámbito para que el sector privado colabore en una circunstancia con un producto de primera necesidad como 
es la leche. De no haber mediado este mecanismo, probablemente se hubiera ido a valores muy altos, aunque 
ahora el precio internacional ha tenido alguna baja. Este mecanismo está siendo monitoreado es 
relativamente nuevo, empezó en marzo y los resultados han sido hasta ahora favorables. Incluso el Fondo 
habría generado un cierto exceso de recursos respecto a los aplicados. Ahí habría que hacer algún ajuste del 
mecanismo. 


El otro comentario muy breve que quiero hacer porque es muy reciente y los señores Diputados lo tienen en 
mente es acerca de los acuerdos que se están desarrollando a impulso fundamentalmente de las comisiones 
sectoriales y de la OPP, con distintos miembros de las cadenas productivas para reducir o mantener los 
precios de los alimentos. Es muy notorio el caso del arroz. Se acordó un precio sensiblemente inferior al del 
mercado para una variedad de arroz de calidad intermedia, grado tres, de las marcas que representan a las dos 
grandes empresas que operan en el segmento arrocero, que son Saman y Coopar. Ese acuerdo, en principio, 
tendrá vigencia por tres meses. Las primeras evaluaciones de las propias empresas todavía provisorias son 
muy positivas en el sentido de que la demanda aumentó fuertemente, o sea que el mercado lo ha aceptado y 
la gente lo está demandando. La brecha de precios es muy grande: $ 7 u $ 8 por kilo aproximadamente. 


También se acordó con la cadena farinácea el congelamiento del precio de la harina y del pan hasta el 31 de 
julio, y con las fábricas de pastas el abatimiento del precio de una variedad de pastas frescas, las moñas, con 
una reducción del 25%, también por ese lapso. Se trabaja en los fideos secos, que son un sector muy 
importante, y en otros productos. 


Estos son acuerdos voluntarios que para ser eficaces deben involucrar desde la producción primaria hasta la 
industrialización y la comercialización mayorista y minorista. Habrá que ver su evolución futura, pero se está 
haciendo una contribución y probablemente se desarrollen otros acuerdos en esta línea. 


También debo decir que se está trabajando en la idea de fortalecer la tarjeta del Plan de Equidad del MIDES, 
que es la que de alguna forma va a dar continuidad a la tarjeta de alimentos del PANES. Es una tarjeta 
magnética que permite comprar en más de quinientos establecimientos de todo el país 518 comercios, que 
están adheridos al sistema voluntariamente. En este momento, hay 62.716 tarjetas para la compra de 
alimentos, pero en pocas semanas se van a sumar veintidós mil tarjetas nuevas, que son las tarjetas de lo que 
eran las canastas físicas de alimentos del INDA. Ya no va a haber canastas, donde los productos vienen 
predeterminados, sino que se va a dar la libertad de elegirlos en los negocios próximos al domicilio de la 
persona, tanto en la capital como en el interior, porque esta red cubre todo el país. 


El promedio mensual de crédito de cada tarjeta es de $ 540; en realidad, este crédito varía y hay cuatro 
franjas, que van desde $ 300 a $ 800 mensuales por hogar, dependiendo de la cantidad de niños o de mujeres 
embarazadas. 


Creemos que esta herramienta en sí misma es muy útil y que puede potenciarse de cara al aumento de los 
precios de los alimentos. En esa línea, se están manejando dos grupos de ideas. Uno, que sería el más directo, 
es fortalecer la asignación de recursos. En vez de que el promedio sea $ 540, se podría elevar un poco más 
para reflejar, de alguna forma, el alza de los precios de los alimentos. El otro, que funciona muy bien, tiene 
que ver con la devolución de parte de los puntos de IVA en restaurantes, hoteles y demás, y que hubiera una 
devolución del IVA que se pagó en el mes uno, en el mes dos, como crédito adicional para poder contar con 
él en las compras futuras. Esto es perfectamente posible tecnológicamente y, según la gente con la que 
conversé que está directamente al frente de estos programas, se puede implementar en veinticuatro horas. 
Esta es la maravilla de la tecnología. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- ¿Se está refiriendo a la tarjeta del Plan de Equidad cuando menciona 
la devolución del IVA del primer mes en el segundo mes? 


SEÑOR ANTÍA.- Sí. Inclusive, se hizo una estimación del costo. Sobre la base de ochenta mil 
beneficiarios, aproximadamente los sesenta y dos mil actuales más los veintidosmil o algo menos que 
surgirían de la fusión de estas dos cosas, se estima que el costo fiscal anual resultante de la devolución 
de IVA a una tasa mínima, y teniendo en cuenta los hábitos más o menos el 70% se gasta en alimentos y 
el 30% en productos de limpieza e higiene personal, que también están admitidos, podría rondar los 
US$ 2:000.000, con el gran beneficio de que se trataría de una desgravación impositiva que beneficiaría 
directamente a los sectores más pobres y vulnerables de la sociedad. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Se refiere a los sectores más pobres y limitados al beneficio que tienen 
ahora las tarjetas? El economista Antía nos decía que estas tarjetas permiten un poder de compra de 
entre $ 300 y $ 800 por mes. ¿Estamos hablando del IVA de las compras de entre $ 300 y $ 800 por mes 
o del IVA de lo que gasta una familia que se hace acreedora a la tarjeta de crédito? Me parece que esto 
es una doble limitación fenomenal. 


SEÑOR ANTÍA.- Aclaro mis reflexiones. Se está trabajando en las dos ideas. Una, es el fortalecimiento 
del monto que las familias reciben por este sistema, lo cual requeriría un refuerzo de rubros porque se 
están agotando los $ 34:000.000 asignados en el presupuesto para este fin es decir que una idea es 
fortalecer la cuantía del crédito disponible mensualmente y, la otra, complementaria a la anterior y que 
se puede hacer en forma conjunta con la primera, es establecer un mecanismo de devolución de IVA de 
los productos a tasa mínima, lo que garantiza de alguna forma la focalización en los productos 
fundamentales de la canasta básica. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Veo que tienen bien claro cuál es el costo fiscal. Teniendo en cuenta 
cuánto se gasta ahora, me gustaría saber cuál es el costo fiscal del aumento de rubro. 


¿Están trabajando más en el segundo que en el primero? 


SEÑOR ANTÍA.- Estamos trabajando en los dos costos. En el segundo hay una estimación que fue fácil 
hacer, porque requiere los parámetros básicos del sistema que hoy funciona. Se estima que la 
devolución de IVA a la tasa mínima costaría unos US$ 2:000.000 anuales. 


SEÑOR MASOLLER.- En realidad, se está evaluando el conjunto de programas, viendo globalmente 
cómo se ha comportado la tarjeta magnética y cuáles son los posibles ajustes al programa. Además de 
lo que comentó el economista Antía, otra posibilidad que se está evaluando es ajustar el monto en 
función de la evolución del índice de precios de los alimentos. En la medida en que más del 70% de esa 
tarjeta se utiliza en alimentos, una posibilidad que se está evaluando no quiere decir que se vaya a 
hacer, pero lo pongo como ejemplo es estudiar la totalidad del programa, es decir que los montos que 
tiene la tarjeta magnética se ajusten de forma más o menos regular y automática, no en función de la 
evolución del IPC, sino del índice de precio de los alimentos. En coyunturas como la actual, la 
diferencia resulta realmente relevante. Es decir que hay un conjunto de acciones que en el correr de las 
próximas semanas se van a anunciar en torno a este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No me quedó claro el segundo mecanismo. Me quedó claro que uno de los 
mecanismos que estaban estudiando era la devolución del IVA de los bienes gravados a tasa mínima vía 
tarjeta en las familias que tienen la tarjeta en el Plan de Equidad. El otro mecanismo, ¿es la devolución 
total del IVA de las compras de esa familia? 


SEÑOR ANTÍA.- El segundo mecanismo es aumentar el monto del crédito disponible mensualmente 
para esas familias. Se puede aumentar una sola vez o se puede establecer un mecanismo que lo vincule 
con la evolución de los precios de los alimentos. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Este segundo aspecto se tratará de hacer teniendo en cuenta el 
aumento del índice de precios de los alimentos y no del IPC, a los efectos de que no disminuya el poder 
de compra efectivo. 


Ahora, en cuanto a la devolución del IVA entendí que siempre queda acotado a los que tienen la tarjeta del 
Plan de Equidad? 


(Dialogados) 


——— Él dijo que el monto era de un promedio de $ 540, porque las asignaciones van desde $ 300 hasta $ 800. 
A cada uno se le devuelve el IVA de acuerdo con lo que consume, no por un monto fijo. 


SEÑOR ANTÍA.- Exactamente. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Si no entendí mal, esto sería una devolución de IVA promedio del 
entorno de los $ 40 por mes. 


SEÑOR ANTÍA.- Esa sería una posibilidad. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Se han conocido las últimas cifras de inflación que han sido 
superiores a las esperadas. O sea, que en cinco meses ya se encuentran por encima del 4% y la máxima 
esperada era de 7%. Es decir que, a juzgar por esto, estaría por encima de las expectativas. 


Mi pregunta concreta es la siguiente. Quisiera saber qué medidas se van a tomar a partir de junio si es que se 
va a tomar alguna medida para tratar de disminuir la suba de precios que sin duda está afectando a la 
población y también al Índice de Precios al Consumo. 


SEÑOR MASOLLER.- El Gobierno está evaluando semana a semana los acontecimientos principales 
en materia inflacionaria. En mi exposición mencioné algunos elementos que se pretenden profundizar. 
Por ejemplo, hablé de acotar lo más posible los aumentos de las tarifas públicas. El Gobierno tampoco 
descarta realizar acciones puntuales con determinados productos en función de la evolución de los 
precios. Estamos hablando siempre de acciones muy puntuales y focalizadas. También es importante 
destacar lo referente a la tarjeta magnética como un nuevo esfuerzo fiscal focalizado en los sectores 
más afectados por el aumento de los alimentos. Por lo tanto, lo que pretendo trasmitir es que hay un 
conjunto de medidas que se van a profundizar. De todas formas, como se plantea en la Rendición de 
Cuentas, no hay un espacio fiscal excesivamente importante para estos efectos, a no ser que se genere a 
partir del crecimiento económico. 


Como respuesta a la pregunta yo diría que se están tomando medidas concretas en el área de la liberalización 
de varios productos de granja como las cebollas y las papas y seguramente se va a hacer con la manzana. 
También se va a profundizar en las medidas de acuerdos sectoriales. Los acuerdos sectoriales alcanzados 
llegan hasta fines de setiembre y la idea es profundizarlos para darles más continuidad en el tiempo. 


También quiero decir que a nivel impositivo no se descartan medidas en un producto en particular; ello se 
está evaluando. No estamos en condiciones de anunciar nada porque no están tomadas las decisiones del 
caso. 


En definitiva, lo que se trata de trasmitir es la preocupación que el Gobierno tiene y el seguimiento que se 
está haciendo de los acontecimientos día a día. 


SEÑORA COSTA.- Dentro de las medidas que se plantearon, no se mencionó una que, según tengo 
entendido, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca puso en práctica el año pasado no sé si 
también en este, que tiene que ver con tomar algunas previsiones, sobre todo en el momento crucial de 
la cosecha del maíz, de la soja y de todos los granos que estamos viviendo ahora, para evitar que todo 
lo que se plante se exporte en el momento de la cosecha y a mitad de año nos encontremos con que 
tenemos que importar estos productos. En este momento se están dando cosas que están modificando la 
realidad, como la especulación de los mercados a futuro y todo lo que sucede con relación a poblemas 
macroeconómicos que nos afectan más allá de la cantidad de granos que se produce por hectárea. Digo 
esto porque el año pasado se exportó el maíz en el momento de la cosecha a un determinado precio no 
recuerdo la cifra claramente y en octubre o noviembre el costo era cinco veces superior, por arriba de 
los precios de paridad de importación. 


En el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca se manejaron algunas medidas como, por ejemplo, crear 
algo parecido al FFAL que le permitiera a los operadores comprar los granos al momento de la cosecha y 
"stockearlos". Esto se podría hacer en sociedad con el sistema cooperativo, con COOPAGRAN o con el 
sistema privado. 


Todo esto que sucede con los granos afecta muchísimo el precio de las carnes, sobre todo, la de pollo que 
tiene una rápida respuesta. También afecta a los molinos y al precio de las harinas. Yo creo que esta es una de 
las medidas que toman casi todos los países: que quede en el país lo que se precisa para el consumo. Es muy 
caro pagar flete de ida y de vuelta, a lo que se suma la especulación. 


A mí me parece que un mecanismo concreto podría ser el FFAL, es decir, una especie de ahorro compulsivo 
de las empresas que tienen que comprar los granos para que, llegado el momento de la cosecha, lo puedan 
hacer. Lo peor que puede pasar es que tengamos que caer en mecanismos como los que se pusieron en 
práctica en Argentina, como cortar la libre exportación de los mercados. 


SEÑOR ANTÍA.- Me consta que este tema está en discusión en el ámbito de las Comisiones sectoriales 
y en la Mesa de Trigo. Sé que no es un tema fácil de resolver y en el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca se está trabajando para encontrar mecanismos de solución. 


Entre otros, hay un problema de financiamiento y de necesidad de depósitos para "stockear" la producción 
durante muchos meses. Estos problemas deben tener una respuesta adecuada. También hay un 
comportamiento del sector privado que depende de las expectativas y previsiones. En una reunión en la que 


participé, los representantes de la gremial de molinos plantearon que, por ejemplo, en el caso del trigo, 
dependiendo de la expectativa que tenían respecto a la evolución futura del precio ahora se espera una fuerte 
baja querían tener la libertad de hacer su propio plan y eventualmente errar o acertar. Es decir que hay que 
concertar esfuerzos del sector privado con los del sector público y generar facilidades. Creo que el Estado, a 
través del Banco de la República, puede generar facilidades, proporcionar financiamiento, a los efectos de 
que la restricción de financiamiento no sea un impedimento para que pueda alcanzarse un mayor 
abastecimiento doméstico por parte de los molinos en sectores clave como la cadena farinácea. 


SEÑOR GANDINI.- Antes que nada quiero dejar una constancia sobre el tema de la tasa consular. Ya 
he hablado sobre este asunto, pero quiero dar mi visión ante las autoridades. 


El Poder Ejecutivo remitió un veto al plazo y ese veto no fue tratado por la Asamblea General porque no 
hubo quórum. Ese veto está dirigido específicamente a la fecha en la que caería la tasa consular y punto. En 
la exposición el Poder Ejecutivo dice que sugiere el 1 de enero de 2011 como la nueva fecha, pero la 
sugerencia no es ley ni el veto legisla. 


A nuestro juicio, ha quedado vetada la caída de la tasa consular y si el Poder Ejecutivo tiene intenciones de 
poner una nueva fecha, debe remitir un proyecto de ley dando la iniciativa para que el Parlamento lo apruebe. 


Digo esto porque el economista Masoller mencionó el año 2010 como el momento en el que caería la tasa 
consular y, sin embargo, hoy en día no hay una ley que así lo establezca. 


SEÑOR MASOLLER.- No precisa ley; por decreto. 


SEÑOR GANDINI.- Si no precisara ley, no la hubiéramos votado. La ley fue vetada y lo que establecía 
era la fecha 1” de enero de 2009 para la caída de la tasa consular. La ley fue presentada por la 
oposición con iniciativa del Gobierno, se aprobó y, en el plazo legal, el Poder Ejecutivo vetó el momento 
de inicio y sugirió, en la exposición, el 1” de enero a modo de postergación, pero la sugerencia no es 
legislación. Por lo tanto, quedó vigente un veto que hace caer ese momento. Hoy no hay plazo para la 
caída. El Poder Ejecutivo envió una iniciativa y por lo tanto debe requerir ley: si no lo hubiera hecho 
por la vía del decreto. 


En primer lugar, me quería referir a algunos temas que se han hablado aquí. Entre las razones que se daban al 
comienzo sobre el aumento de la inflación a nivel global y nacional se mencionó casi al pasar como un punto 
más, sin detenerse en él, al aumento de costos. Quisiera tener un detalle más sobre la incidencia de estos 
aumentos de costos en algunos de los precios. Debemos recordar que la reforma tributaria hizo caer, por 
ejemplo, la exoneración del aporte patronal al sector de la industria manufacturera, que interviene en la 
cadena productiva y, por lo tanto, es un costo agregado a los productos que llegan al consumo. Se 
modificaron algunos elementos suponiendo que estos iban a compensar estos aspectos, como la eliminación 
del COFIS, y a nuestro juicio, la eliminación de ese impuesto fue digerida tranquilamente por la cadena y no 
se trasladó al precio final, al igual que el 1% de IVA en la tasa básica. Salvo en aquellos sectores tarifados, 
regulados o en extrema competencia, eso quedó en la cadena que había hecho sacrificios importantes en los 
tiempos del ajuste. Por lo tanto, eso no compensó otros aumentos de costos que se fueron produciendo 
particularmente en materia de combustibles y energía, así como los cambios tributarios que gravaron a 
sectores que antes estaban exonerados. Quisiera, entonces, conocer si hay algún estudio o detalle sobre cómo 
influyen en el aumento de la inflación estos nuevos costos que se introdujeron. 


En segundo término, quisiera saber cuál ha sido la inflación en lo que conocemos como canasta básica, que 
es más específica que la inflación general. Determinados sectores de la población de bajos recursos dedican 
la totalidad de sus ingresos al consumo de artículos de primera necesidad y esto es lo que ha aumentado 
aparentemente más y, por lo tanto, allí hay una menor capacidad de compra porque no existe capacidad de 
ahorro o de limitar otros sectores del gasto suntuario. 


En tercer lugar, quisiera conocer cuánto han aumentado los alquileres, particularmente desde inicios de 2006 

hasta el presente, dado que el Ministerio de Economía, en su primera presentación ante esta Cámara sobre el 

esbozo o proyecto inicial de reforma tributaria, anunció impuestos a las rentas de capital por la percepción de 
alquileres, y a partir de allí empezaron a ajustar al alza los alquileres. Los datos que han llegado a nuestro 


conocimiento parecen indicar que los alquileres han aumentado bastante por encima de la inflación, en 
particular los alquileres de viviendas, sobre todo cuando se trata de las viviendas menos suntuarias. 


Tengo otras preguntas que dejo para plantear en una posterior intervención. 


SEÑOR ANTÍA.- En rigor, creo que fui yo quien hizo mención a los aumentos de costos. Yo estaba 
reflexionando en el marco del impacto absolutamente innegable que tuvo el aumento de la energía y de 
los hidrocarburos en general sobre los costos de la producción agrícola y de los fletes, que son 
ingredientes fundamentales, junto con otros que mencionamos, que afectaron la oferta y la demanda, 
explicando este fenómeno extraordinario de alza de los precios internacionales de los granos en el 
mundo entero. 


Respecto de los costos tributarios, acá se dijo al pasar que la reforma tributaria redujo en un 0,6% del 
Producto la carga tributaria global sobre la economía. "Prima facie", no se dan indicios de un aumento de la 
presión fiscal, en términos agregados. Es cierto que a nivel sectorial hay historias diferentes. Así como el 
comercio tuvo una fortísima baja de los aportes patronales, la industria tuvo un alza de significación, pero 
también es cierto que el comercio también forma parte de la cadena productiva y la baja del comercio, creo 
recordar, en términos porcentuales, fue bastante mayor que el alza que se produjo en la industria. De modo 
que hay efectos sectoriales diferentes que sin duda suceden cuando hay un cambio de una magnitud como la 
que significó la reforma tributaria, que es un replanteo integral de todo el sistema tributario del país, pero en 
términos de impactos agregados, me parece que estos efectos más bien se neutralizan y que, quizás inclusive, 
por estos datos que estamos comentando, la presión fiscal disminuye. Es cierto que si algún actor de la 
cadena tiene mucho poder y aumentos de costos, va a intentar trasladarlos y en un marco en el que la 
economía está creciendo, felizmente a tasas muy altas y la demanda también a tasas muy altas, es verdad que 
hay más grados de libertad para trasladar esos aumentos de costos y recomponer los márgenes o mantenerlos. 


La dinámica de esto es altamente compleja y es muy difícil hablar con propiedad sobre cuáles fueron los 
efectos finales de movimientos encontrados en lo que hace al tratamiento tributario y paratributario, si se 
quiere, en lo que hace a la parte previsional. Esa es mi visión. 


SEÑOR MASOLLER.- Complementando el análisis del economista Antía, los indicadores 
macroeconómicos no nos dan señales al día de hoy de que la variación de costos que es cierto que ha 
existido tenga impacto a nivel agregado de la economía. Hay sectores que por la heterogeneidad 
existente en la estructura económica del país se ven afectados, porque sus precios internacionales no 
han respondido o porque en su estructura de costos tienen más importancia determinados insumos 
cuyos precios han subido más. Eso es así, pero a nivel agregado sorprende el fortísimo crecimiento que 
están teniendo las exportaciones, señal que en todos los países se toma en cuenta a los efectos de ver los 
niveles de competitividad agregados de la economía. Al día de hoy no parece existir un problema de 
competitividad. Uno siempre tiene la tentación de mirar únicamente los costos, pero también se debe 
analizar la evolución de los ingresos de los sectores. Vaya si crecieron los ingresos de las empresas no 
solo del sector exportador, porque también los sectores volcados a la demanda interna han visto crecer 
significativamente sus ingresos por mayores ventas. A nivel agregado tampoco parece existir un 
problema fuerte derivado del aspecto impositivo ni de los aspectos tarifarios el Gobierno ha hecho un 
esfuerzo por mantener las tarifas por debajo de la evolución del Índice de Precios al Consumo, así 
como tampoco parece haber una influencia clara de los costos salariales, que de alguna forma han 
acompañado el aumento de la productividad de la economía. 


La respuesta es que puede ser que existan problemas puntuales, pero no compartimos la visión de que haya 
un problema global de encarecimiento de costos sin contrapartida y, por lo tanto, afectando la rentabilidad de 
los sectores. 


Respecto a la inflación de la canasta básica de los pobres, el Instituto de Estadística de la Facultad de 
Ciencias Económicas divulga un Índice de Precios al Consumo de los pobres, que ha evolucionado en forma 
muy similar al IPC. Se tiene la tendencia a pensar que los sectores de niveles más bajos consumen solo 
alimentos, y no es así. En la estructura de gasto de los pobres, si bien es diferente al IPC, también tienen un 
peso importante otros gastos en servicios, en bienes públicos. Los precios administrados y tarifarios, y el 
boleto, han contribuido a que la canasta básica de los sectores de mejores ingresos evolucionaran en forma 


similar al IPC. Esto es muy importante porque la medición de la pobreza depende un poco de cuál sea la 
canasta que se usa. Si se toman en cuenta exclusivamente alimentos como la línea 2002, obviamente esa 
canasta evoluciona muy por encima del IPC, pero especialistas en el área han criticado fuertemente esta línea 
de pobreza que se creó en 2002, porque no contempla el conjunto de gastos que realizan los pobres. En ese 
sentido, la línea de 1996 se asemeja bastante más a la estructura de gastos y, por lo tanto, una de las líneas 
evoluciona exclusivamente por los alimentos y la otra por algo más similar al IPC. La evolución de ambas 
líneas es muy diferente, y es por eso que se observa una baja más reducida de la pobreza en la línea 2002 que 
si se analiza la de 1996, que continuó reduciéndose significativamente el año pasado. 


A los efectos de mirar cómo la inflación ha castigado a los sectores de menores ingresos pensamos que lo 
razonable metodológicamente es considerar cuál es el gasto efectivo de los consumidores. Si un indicador de 
ello es el IPC de los pobres que elabora el Instituto de Estadística de la Facultad de Ciencias Económicas, 
realmente no hay una diferencia apreciable respecto a los precios generales de la economía. 


Finalmente, los alquileres han evolucionado en forma muy importante. Están creciendo a una tasa de un 1% 
mensual, que supera el Índice de Precios al Consumidor. Nosotros estamos haciendo el seguimiento. Ese 
fenómeno refleja un tema macroeconómico claro. Es uno de los precios definidos por los economistas como 
no transable, es decir que no se comercializa el valor de los alquileres. Esto está muy influido por presiones 
de la demanda. De alguna forma, respecto al ingreso de los hogares, en momentos en los cuales la economía 
crece fuertemente siempre se observa un crecimiento de los bienes no transables por presiones agregadas de 
la economía. Uno de esos precios clave que se mide en estos momentos son los alquileres, por lo que 
tampoco resulta sorprendente que estén creciendo por encima del IPC. También crecen porque el precio de 
los inmuebles está vinculado al precio de otros activos reales y financieros como el precio de la tierra, que 
todos sabemos lo que ha subido. Eso también empuja el precio de los inmuebles y el valor de los 
arrendamientos. Por tanto, es imposible asignar el aumento de los alquileres a un fenómeno impositivo, si 
bien puede influir en parte, aunque no ahora sino cuando se implementó la reforma. Los últimos crecimientos 
observados están más vinculados a factores macroeconómicos que a aspectos tributarios. 


SEÑOR ANTÍA.- En el tema de los alquileres también operan las secuelas de la gran crisis de 2002, un 
período que en lo que hace a inversión en construcción de vivienda el país tuvo un parate fenomenal 
que se extendió por muchos años al crédito hipotecario. Recién ahora reaparece ese crédito, se está 
reconstruyendo el Banco Hipotecario y el sector privado empezó a prestar el año pasado, y ahora 
también el Banco de la República. 


Si estas cosas evolucionan en los términos actuales o previsibles, la oferta de apartamentos en Montevideo va 
a crecer fuertemente en el próximo par de años, y presumiblemente ello va a tender a moderar el alza de los 
precios de los alquileres, que tienen una oferta bastante menos elástica y que, además, venían de una base 
depresiva aguda en la que la construcción cayó abruptamente. 


SEÑOR MUJICA.- La primera exposición del economista Antía sobre las causas macroeconómicas del 
fenómeno de la suba de precios giraba en torno a una escasez de oferta, tanto a nivel nacional como 
mundial, por distintas razones. Entre las medidas macroeconómicas que planteó el economista 
Masoller, hablaba de un intento de restringir el crédito. Dado que una parte de la falta de oferta está 
vinculada a la escasez o disminución de las tierras que se han destinado al cultivo de ciertos insumos 
alimentarios y tomando en cuenta que luego surgieron necesidades crediticias por ejemplo para la 
preservación de ciertos bienes sin ser exportados inmediatamente a su cosecha, la pregunta es si hay 
una zona de equilibrio pensada entre la restricción de oferta de crédito y las necesidades de crédito que 
exige una correcta atención de la suba de precios. 


La segunda pregunta tiene que ver con la desindexación de los salarios, que se mencionó como otra medida 
macroeconómica tenida en cuenta a los efectos de contribuir a evitar la segunda ola de inflación. En la 
medida en que la suba de precios, según el método 2002 o el de 1996, ha enlentecido la salida de pobres por 
debajo de esa línea, quisiera saber en qué medida hay una zona de equilibrio entre estas desindexaciones y la 
necesidad de aumentos salariales por encima de las recuperaciones proyectadas, a los efectos de acelerar o 
mantener el ritmo de salida de los niveles de pobreza de esos sectores de la población. 


SEÑOR MASOLLER.- Voy a ser breve a fin de dejar tiempo para la segunda parte de la reunión. 


Con respecto a las restricciones del crédito, quizá esté mal utilizada la palabra. No estamos pensando en un 
corte abrupto del crédito sino en un enlentecimiento del ritmo del crecimiento, que no es lo mismo. El crédito 
estaba creciendo a tasas muy elevadas y lo que se busca es moderar ese crecimiento. Es decir que el crédito 
va a seguir expandiéndose pero a un menor ritmo. Asimismo, va a estar focalizado hacia determinadas áreas 
fundamentales, como la vivienda. En este sentido, ya hay anuncios del Banco de la República y del Banco 
Hipotecario y está prevista una expansión a nivel privado. Quiero aclarar que no va a haber un corte abrupto; 
me parece que con esto contesto la pregunta. 


En términos de desindexación de salarios, la idea es focalizar las expectativas de inflación hacia el futuro; 
básicamente, eso es lo que está planteado y en ese sentido se ha avanzado. Hay lineamientos de crecimiento 
del salario real que son consistentes con el crecimiento económico. Inclusive, si consideramos todo el 
período, veremos que han superado los compromisos que el Gobierno ha asumido en materia de recuperación 
salarial. 


Es decir que no se espera afectar el crecimiento del salario real que, inclusive, va a superar los compromisos 
iniciales. En lo que estamos pensando es en seguir profundizando los mecanismos de ajuste que permitan 
tener más en cuenta la inflación futura que la pasada, que es justamente donde están los "shocks" de oferta. 
Nuestras proyecciones figuran en la exposición de motivos del proyecto de ley de Rendición de Cuentas 
suponen un aumento del salario real, punta a punta, de casi un 24%, si no recuerdo mal. Es decir que por ese 
lado no creemos que se afecte el poder de compra de los trabajadores. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una aclaración porque en Sala se han lanzado algunas picardías. 


En cuanto a los alquileres, se preguntaba cuál había sido el aumento después de 2006. Pienso que deberíamos 
tomar en cuenta los años 2004, 2005 y 2006 e, inclusive, el aumento después de la entrada en vigencia del 
sistema tributario, y analizar si se han sobrepasado o no los niveles previos a la crisis. Algunos operadores 
inmobiliarios no muy afines a nuestra línea política han atribuido este problema a la falta de oferta y dicen 
que el aumento va a seguir hasta que exista la oferta suficiente. Esto es absolutamente independiente de los 
temas tributarios. 


SEÑOR GANDINI.- No voy a someter a nuestras visitas a un debate que podemos dar entre los 
integrantes de la Comisión. 


Con respecto a la respuesta en cuanto a los alquileres, quisiera agregar que durante este Gobierno ha habido 
una notoria ausencia de planes de vivienda del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Esto es objetivo, informado y constatado: no se han hecho planes de vivienda nuevos; se ha 
continuado adelante con lo que venía de Gobiernos anteriores. 


Quisiera hacer dos preguntas más. Recientemente, en una actividad de ADM, el señor Ministro de Economía 
y Finanzas hizo anuncios respecto a la importación de frutas y verduras para contener los precios. La 
información que se nos dio aquí es que durante el año 2007 y lo que va de 2008 esas medidas se tomaron en 
aquellos sectores afectados por la escasez, ya que la carencia de algunos productos podría haber originado 
una suba de precios. Sin embargo, el Ministro anuncia estas medidas para el futuro. La pregunta es: ¿anuncia 
lo que ya está haciendo o se están preparando nuevas medidas respecto a la importación de frutas y verduras? 
Es muy importante contar con esta información. 


Por otra parte, quisiera conocer la opinión del Gobierno, en particular, del Ministerio de Economía y 
Finanzas, respecto al control de precios. Algunos sectores del Gobierno, sobre todo del MPP y del Partido 
Comunista, plantean esta posibilidad como una solución. Basta asomarse por la ventana para ver que en 
algunas paredes está escrito exactamente eso y que está firmado por la Lista 1001 o por el PCU. Se trata de 
un fuerte reclamo de esos sectores, aunque uno no sabe si además de un reclamo es un anuncio. 


Para bajar precios, el Gobierno ha optado, en algunos casos, por el camino del subsidio y, en otros, por el 
sacrificio fiscal, y últimamente ha negociado con los sectores privados buscando que los productos tengan 
opciones más baratas. 


El control de precios es un camino diferente. Hemos escuchado a la Senadora Lucía Topolansky proponer 
medidas globales similares a las que se han detallado con la tarjeta del MIDES. Según su propuesta, todos los 


que no pagan IRPF tendrían una nueva tarjeta para que luego se les devuelva el IVA de ciertos alimentos 
previamente establecidos. 


Otros sectores plantean la creación de organismos testigo parecidos a "Subsistencias" o de otros mecanismos 
de control del precio final. Es decir que plantean la intervención del Estado en la fijación de determinados 
precios al consumo. 


Mi pregunta es si el Gobierno piensa instrumentar alguna medida de esta naturaleza. 


SEÑOR ANTÍA.- En materia de frutas y verduras, el señor Diputado Gandini pregunta si se va a 
innovar o si es más de lo mismo. Creo que se va innovar en el sentido de que se aprendió de la 
experiencia reciente. Hay una actitud vigilante de los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca y 
de Economía y Finanzas, en el sentido de anticiparse a fenómenos que pudieran afectar la 
disponibilidad interna de bienes. Hay una vigilancia muy precisa sobre pronósticos de producción, 
sobre expectativas para algunos rubros clave, a fin de dar una respuesta rápida y temprana ante la 
eventual escasez de algunos productos como la papa. 


De modo que mi impresión es que se va a aplicar una política que va a tener espero que sea así una respuesta 
acertada, ágil y en tiempo real. 


En lo que hace al control de precios, el Gobierno en particular el Ministro de Economía y Finanzas ha sido 
muy enfático y claro en señalar la filosofía de no adoptar mecanismos de control de precios generalizados 
como los que el país tuvo en el pasado y que hoy en día se aplican en algunos países vecinos porque, en 
general, terminan con fenómenos de escasez, de carestía y, luego, de mayores presiones inflacionarias. 


Entonces, existe la voluntad firme de recorrer un camino más próximo al funcionamiento del mercado, pero 
sin caer en la ingenuidad de dejar todo librado a lo que suceda en él. La idea es tener una economía abierta y 
contar con un esquema de competencia que, a su vez, se promoverá con la sanción de la ley de defensa de la 
competencia; creo que este un paso muy importante para la economía en términos de más largo plazo. 


A su vez, está previsto mantener algunas políticas concretas: los precios tarifados los publicamos 
mensualmente en la página Web y son diez u once. Me refiero a los precios de los bienes y servicios que 
presta el Estado y al precio de la leche, de las mutualistas y de los peajes. 


El país tiene un sistema de precios que se forman en el mercado. El Ministerio de Economía y Finanzas y el 
Gobierno pretenden funcionar dentro de esos márgenes, con una actitud vigilante y procurando a través de 
una de las iniciativas más recientes apelar a la responsabilidad social de los empresarios para lograr acuerdos 
voluntarios que permitan abaratar ciertos productos. Básicamente, esa es la línea de trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuariamos entonces con la opinión del Ministerio de Economía y 
Finanzas sobre el proyecto de ley que tenemos a consideración. 


SEÑOR MASOLLER.- Lo primero que hizo el Ministerio de Economía y Finanzas al recibir este 
proyecto de ley fue obviamente hacer una estimación de costos, que no estaba incluida en la exposición 
de motivos del proyecto de ley. Nos preguntamos qué significaba eso en materia de renuncia fiscal 


Tenemos un informe de la Asesoría Económica de la DGI que ponemos a disposición de esta Comisión, que 
nos sugiere, a partir de una metodología que está explicitada en un informe reciente del 13 de mayo, un costo 
de aproximadamente $ 4.000:000.000 anuales, lo que representa un 7% de la recaudación de IVA y unos 
US$ 200:000.000 en base anual. Ese costo está estimado artículo por artículo en función de una metodología 
que se puede discutir, pero que nos da una idea básica de la magnitud de la renuncia fiscal. 


Estos números son muy importantes. A modo de ejemplo, estábamos discutiendo el costo de la tarjeta 
magnética y hablábamos de US$ 1:000.000 o US$ 2:000.000 adicionales por el costo de incorporar la 
devolución del IVA en dichas tarjetas magnéticas. Esto, básicamente, significaría cien veces más ese costo, lo 
que realmente está fuera de las posibilidades de corto plazo de las finanzas públicas. 


Por otro lado, hicimos un esfuerzo en esta presentación para señalar todas las reducciones en materia de 
impuestos, tarifas públicas y aportes a la seguridad social que se han hecho, que de alguna forma ya han 
significado una renuncia fiscal muy importante. Entonces, si bien sería deseable, como tantas otras cosas en 
el campo de las finanzas públicas, avanzar en esa dirección, nos encontramos con un aspecto de restricción 
fiscal muy importante que este Gobierno asume con toda la responsabilidad del caso. Este Gobierno ha hecho 
un esfuerzo muy significativo para el cumplimiento de las metas que se ha establecido; ha hecho un manejo 
muy cuidadoso tanto de sus ingresos como de sus gastos a los efectos de cumplir estrictamente con los 
compromisos fiscales asumidos y, por lo tanto, estos números escapan realmente a las posibilidades. Este es 
un elemento que para nosotros es determinante, y nos dificulta avanzar significativamente en el área 
planteada. 


Un segundo aspecto que también evaluamos refiere a la oportunidad de la baja, en el sentido de que no hay 
evidencia de que se pueda lograr trasladar la renuncia fiscal al precio al consumidor. En un escenario donde 
la economía crece fuertemente, donde se están reconstruyendo márgenes que habían sido muy afectados 
durante la crisis a nivel de cada una de las cadenas productivas, en un marco de crecimiento fuerte de los 
ingresos de los hogares, de la demanda y con una recomposición de los márgenes por el lado de la oferta, es 
difícil pensar que una baja generalizada de IVA en productos que tienen una elasticidad de precios muy baja 
esto significa que como son de primera necesidad se consumen con muy poca sensibilidad al precio, 
precisamente por la necesidad de adquirirlos se traslade en un 100% a los consumidores. Por lo tanto, este es 
un segundo argumento que nos parece también importante mencionar. 


Pero indudablemente el argumento central es el argumento fiscal; básicamente no se cuenta con los recursos 
necesarios para hacer frente a esa baja de impuestos. Toda la programación que se ha hecho en la Rendición 
de Cuentas contempla un conjunto de factores, de programación de ingresos del Gobierno, de gastos 
comprometidos, y del cumplimiento estricto de metas fiscales en una coyuntura tan difícil como la que 
estamos atravesando. El mantenimiento de una conducta fiscal responsable es una señal fundamental para 
proteger a la economía uruguaya frente a los "shocks" externos y continuar el proceso de crecimiento 
económico. Entonces, creemos que en este marco no se dispone de un espacio fiscal al día de hoy para una 
medida de ese tipo, que rebaje un número muy importante de productos, aunque es importante que en el largo 
plazo se vaya avanzando al respecto. 


Este es básicamente el análisis que queríamos hacer. 
SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Me gustaría tener los cálculos. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se van a distribuir por Secretaría. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera saber qué productos de los que aquí se indican ya están desgravados. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El señor Diputado Brenta dijo al comienzo que algunos de los 
productos contenidos en este proyecto de ley ya estaban desgravados. Queremos saber si realmente es 
así, para informar a los proponentes del proyecto de algún error que tienen. 


SEÑOR MASOLLER.- En cuanto a la carne, no sé si el proyecto se refería solamente a carne bovina, 


porque está exonerada la carne de ave. La carne de cerdo a partir de diciembre de 2007 y la carne de 
ave a partir de setiembre de 2007 están exoneradas de IVA, por decreto, porque la ley lo autoriza. 


Las hortalizas de origen nacional tampoco gravarían. 


SEÑOR ANTÍA.- Los demás productos están gravados a la tasa mínima del 10%, salvo la pasta dental, 
el hipoclorito de sodio y el insecticida de uso doméstico que están gravados a la básica del 22%. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se nos ha repartido un material donde figuran las renuncias fiscales 
discriminadas de cada uno de los productos que están detallados en el proyecto de ley presentado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿La pérdida de recaudación del IVA bruto es de $ 3.670:000.000? No es 
de $ 4.000:000.000, porque esto se recauda por el 1%. 


SEÑOR MASOLLER.- En el siguiente párrafo dice que luego de considerarse los demás costos 
incorporados en las contribuciones, dicho costo sería de $ 4.000:000.000. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- En la medida en que se mantuviera el impuesto, el IVA, a las verduras y 
frutas importadas me parece que es lo que está ocurriendo hoy y, además, desde que se implantó, ha 
sido un beneficio para la producción nacional, ¿habría una caída bien importante del 25%? 


SEÑOR MASOLLER.- El cálculo está hecho por el total. 
SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Veo que acá es más de un millón. 


SEÑOR MASOLLER.- Pero no todas las frutas y verduras son importadas. 


SEÑOR ANTÍA.- El régimen de IVA sobre las frutas y verduras en estado natural es dual, tiene dos 
canales. Cuando estas frutas y verduras se comercializan en las ferias vecinales y en los puestos, no hay 
IVA de por medio. Cuando se canalizan a través de comercios establecidos como supermercados, están 
afectadas por el IVA, aun cuando sean de origen nacional. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Me gustaría que se explayara más acerca de la deducción de IVA y de 
cuánto se recauda realmente de IVA de frutas y verduras; me refiero, inclusive, a las comercializadas 
en el supermercado. 


SEÑOR ANTÍA.- El segmento que aporta es el que está ligado a los supermecados y a los autoservicios, 
pero el monto exacto no lo sé. Acá hay una estimación de lo que pesa en la recaudación de 2007; esta 
estimación nos la proporciona la DGI. Confieso que no tengo números propios para oponer a estos, que 
son de los especialistas. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Yo no soy especialista en la materia. Tengo el recuerdo de que hay una 
ficción en el tema y de que existe la posibilidad de que quien le factura, deduzca como si fuera IVA cero 
y, por lo tanto, no hay ningún efecto fiscal en cuanto a la producción nacional. Esa es la impresión que 
tengo. Me da la impresión de que todos estos mil millones, en principio, corresponderían a la 
importación. 


SEÑOR ANTÍA.- Es probable. La metodología de cálculo de esto está establecido en los primeros 
párrafos. Se parte de la estructura de consumo que está por detrás del sistema de ponderaciones del 
Índice de Precios al Consumo vigente en el país. En consecuencia, primero se parte del consumo 
estimado a partir de las cuentas nacionales, luego se distribuye ese consumo de acuerdo con la 
estructura de la familia, de la estructura del IPC, y después ello se vincula con las tasas vigentes de 
IVA. Es posible -no me animo a asegurarlo que en el caso de frutas y verduras la sintonía fina de esta 
estimación deba ser ajustada por las características especialísimas del sistema tributario vigente en ese 
sector. Eventualmente, podríamos pedir una precisión a la DGI. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Nuestro sector político presentó un proyecto de ley en el Senado que 
implica la eliminación del 10% de IVA a prácticamente todos los primeros ítemes, salvo a los últimos 
seis. Hicimos una evaluación seria del tema y nuestro cálculo hace un mes que fue cuando presentamos 
este proyecto de ley era que esto iba a tener un costo fiscal de aproximadamente US$ 95:000.000. 
Tomando en cuenta el precio del dólar y estas cifras, estaríamos en números similares. 


(Dialogados) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 


(Se retiran de Sala los economistas Fernando Antía y Andrés Masoller, del Ministerio de Economía y 
Finanzas) 


SEÑOR GANDINLI.- La Comisión va a tener que ingeniárselas para convivir durante estas semanas 
con las reuniones de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda debido al tratamiento 
de la Rendición de Cuentas. Tenemos algún tema pendiente y algún proyecto que tratar en estos días, 
como el del Impuesto a la Asistencia a la Seguridad Social, que se anuncia vendrá del Senado a la 
brevedad. 


Quisiera que se incorporara la citación al Directorio del Banco de la República, a los efectos de conocer una 
medida que el Banco ha tomado respecto a la publicidad en el Semanario "Búsqueda". Hay una denuncia, a 
mi juicio, muy grave y fuerte respecto al levantamiento de la publicidad durante el resto del año, en virtud de 
reportajes e informaciones periodísticas de ese medio que involucran al Banco. 


Como esta medida se toma con recursos públicos, previamente asignados según mi información por un plan 
de medios definido para todo el año, creo que esta Comisión debe saber cómo el Banco de la República los 
maneja. Por lo tanto, solicito que en los tiempos que nos vayamos haciendo, podamos incluir la presencia del 
Presidente del Banco y de quien lo quiera acompañar a esos efectos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En el día de hoy estamos ejerciendo la Presidencia en forma interina. La 
solicitud del señor Diputado Gandini queda registrada en la versión taquigráfica. Hoy de tarde 
tendremos una reunión de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda para definir el 
régimen de trabajo durante la Rendición de Cuentas. En función de las solicitudes de convocatoria a 
los distintos Ministerios que hagan los señores legisladores de la oposición, la agenda será más o menos 
nutrida e iremos viendo cómo podemos intercalar el funcionamiento de esta Comisión en forma 
paralela con la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Entonces, votaríamos invitar a las autoridades del Banco de la 
República. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No tenemos inconveniente en hacer la invitación. Luego tenemos que ver la 
fecha porque la agenda está muy nutrida. 


SEÑOR ASTI.- Yo acompaño la propuesta y, además, me interesaría incluir el tema de los créditos 
hipotecarios que ha lanzado el Banco de la República. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tomamos nota de los dos temas que estarían en la convocatoria. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero decir algo en defensa del trabajo de esta Comisión ya que vamos a tener 
una agenda muy complicada. La medida que se tomó de cambiar el horario de las sesiones de Cámara 
y además incorporar todos los días una extraordinaria previa lleva a que el tiempo de trabajo de la 
Comisión esté muy limitado. Creo que tenemos que buscar la manera de que la Comisión avance en los 
temas que tiene pendientes. 


Si la mayoría nos va a traer a toda velocidad el tema del nuevo impuesto a la seguridad social, lo vamos a 
acompañar pero no queremos que sea en desmedro de otros temas que nos interesan. Debemos buscar la 
manera de que el régimen de la Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda deje espacio para que esta 
Comisión sesione. El próximo martes, que se supone que va a comparecer el Ministro de Economía y 
Finanzas a las diez de la mañana, está prevista una sesión extraordinaria de Cámara a la una de la tarde por el 
tema del medio ambiente. Es muy difícil trabajar con estos límites y tenemos que proteger el debate 
parlamentario, si no, no vamos a poder profundizar en nada. Digo esto porque esta Comisión tiene trabajo 
permanente a diferencia de la de Presupuestos que prácticamente sesiona solo para el Presupuesto. Entonces, 
tenemos que buscar un mecanismo que nos permita seguir trabajando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una aclaración. 


En primer lugar, el cambio del horario de las sesiones de Cámara afecta el funcionamiento de todas las 
Comisiones pero se da en el marco de una política de restricciones a nivel de toda la Administración y ha sido 
fijada para la Cámara de Representantes en coordinación con todos los sectores políticos. 


Quienes integramos la Comisión vamos a hacer todos los esfuerzos posibles para tener algún día para 
trabajar. El señor Diputado Gandini que tiene experiencia, sabe que es tradicional y lo impone la lógica de 
funcionamiento, que cuando empieza a tratarse la Rendición de Cuentas, los temas de la Comisión de 
Hacienda quedan postergados. Esto no es una novedad ni de este año ni de esta Administración, sino que el 
funcionamiento histórico de las Comisiones ha sido así porque se fija un régimen de trabajo que abarca todos 
los días. Es voluntad del Gobierno y de la bancada de Gobierno, recibir a todas las autoridades que convoque 
la oposición y, también, aprobar la Rendición de Cuentas antes del término del plazo legislativo. 


Entonces, como los temas que se han planteado tienen un corte permanente, no creo que haya problema si se 
postergan durante el tratamiento de la Rendición de Cuentas. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


